El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / ACCIÓN DE TUTELA CONTRA FALLO DE TUTELA / NO PROCEDE POR REGLA GENERAL / SALVO QUE EXISTA FRAUDE.
En relación con el último de tales presupuestos generales (que no se trate de tutela contra tutela), esa Corporación en sentencia T-280 de 2017 explicó:

“3.5 Las razones que han llevado a esta Corporación a indicar, que no es procedente la acción de tutela contra otra tutela son, en resumen las siguientes: (i) porque significaría crear un recurso adicional para insistir en la revisión de tutelas que previamente no fueron seleccionadas, (ii) con ello se crearía una cadena interminable de demandas y se afectaría el principio de seguridad jurídica, y (iii) la tutela perdería su efectividad, pues “quedaría indefinidamente postergada hasta que el vencido en un proceso de tutela decidiera no insistir en presentar otra tutela contra el fallo que le fue adverso para buscar que su posición coincida con la opinión de algún juez. En este evento, seguramente el anteriormente triunfador iniciará la misma cadena de intentos hasta volver a vencer”. (…)
Es claro entonces que la presente acción de tutela se dirige contra las sentencias proferidas en proceso de la misma naturaleza y por ende, resulta improcedente de acuerdo con la última jurisprudencia que atrás se transcribió, pues este excepcional medio de protección constitucional no puede emplearse para cuestionar supuestas vías de hecho ocurridas en el trámite de las acciones de tutela, ni para controvertir el fallo que en esa clase de procesos se profiere porque en tal forma se generarían decisiones indefinidas; además, se desconocería la regla jurisprudencial relativa a que un juez de tutela no está facultado para revisar las decisiones de otro funcionario revestido de igual atribución constitucional, pues tal función la cumple en forma exclusiva la Corte Constitucional, en sede de revisión.
… máxime que en este caso no se alegó ni se acreditó la presencia de una actuación manifiestamente fraudulenta por parte del despacho accionado, única excepción para la procedencia del amparo frente a fallos de tutela que se hallen en esa sede de revisión, de conformidad con la Sentencia T-073 de 2019.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

       Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

       Pereira, septiembre diecisiete (17) de dos mil diecinueve (2019)

       Acta No. 442 del 17 de septiembre de 2019
       Expediente No. 66001-22-13-000-2019-00615-00
Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, instaurada por la sociedad Cosmitet Ltda. Corporación de Servicios Médicos Internaciones Them y Cía. contra los Juzgados Segundo Civil Municipal y Civil del Circuito de Dosquebradas, a la que fueron vinculados la señora Alba Marina Martínez Muñoz, la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas y la Fiduprevisora S.A.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 En el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas se adelanta acción de tutela promovida por la señora Alba Marina Martínez Muñoz, para obtener el pago de las incapacidades laborales generadas desde el 19 de febrero al 20 de marzo de este año, contra la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas, a la que se dispuso vincularla, lo mismo que a la Fiduprevisora S.A.

1.2 Luego de declararse una nulidad por indebida notificación, el 13 de junio pasado se le notificó la admisión de la tutela.

1.3 Oportunamente dio respuesta a la demanda. Por medio de apoderado explicó que la Ley 91 de 1989 creó el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio como una cuenta de la Nación encargada de administrar los recursos de los docentes afiliados, lo que incluye la atención de servicios del régimen exceptuado de salud y el pago de prestaciones económicas, objeto que se materializa por medio de una entidad fiduciaria, la cual, a su vez, celebra convenios con otras entidades. Cosmitet fue contratada, en su calidad de IPS, para la prestación de los servicios médicos asistenciales, la elaboración y la ejecución de programas especiales de salud “con base en el sistema de garantía de calidad en salud”; por tanto, el pago de las incapacidades se encuentra a cargo de la Secretaría de Educación de Dosquebradas y de la Fiduprevisora S.A. de conformidad con el pliego de condiciones para la contratación de aquellos servicios asistenciales. En consecuencia, luego de indicar cuál era el trámite que se debía surtir ante aquel ente territorial para radicar las incapacidades, se pidió fuera exonerada de pagarlas.  
1.4 Mediante sentencia del 25 de junio pasado el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas concedió el amparo y para proteger los derechos al mínimo vital y a la seguridad social de la accionante, le ordenó a la sociedad demandante pagar las incapacidades solicitadas. Para decidir así, estimó que de conformidad con el artículo 206 de la Ley 100 de 1993, la cancelación de esas prestaciones será asumida por las empresas promotoras de salud, que en este caso es Cosmitet, a la cual se encuentra afiliada la actora. 

1.5 Lo anterior desconoce, además de los argumentos que expusieron en la contestación de la demanda, la legislación vigente respecto de los regímenes especiales de salud y la naturaleza misma de Comistet la cual, reitera, es una IPS y no una EPS, razón por la cual su único fin es la prestación de servicios médicos “mas no el aseguramiento ni el manejo de dineros propios de los cotizantes”.
1.6 Por ello, impugnó el fallo proferido; sin embargo, el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas resolvió confirmarlo con sustento en que de acuerdo con el citado artículo 206, las EPS son las competentes para cancelar las incapacidades de los afiliados al régimen contributivo, y que si bien el artículo 9º del Decreto 2831 de 2005 establece que el pago de esas prestaciones a los afiliados a régimen excluido del magisterio corresponde a las Secretarías de Educación, en este caso no se podía atribuir responsabilidad alguna al ente territorial competente, pues la actora había presentado renuncia irrevocable al cargo de docente a partir del 1º de febrero pasado, la cual fue aceptada el 16 de enero anterior. De otro lado, señaló que esa sociedad no se había pronunciado sobre la acción, motivo por el cual se generó la presunción de veracidad a que hace referencia el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. 
1.7 En esa decisión se incurrió en error al indicar que es la EPS a la que se halla afiliada la demandante, la responsable de cancelar aquellas prestaciones, a pesar de que la citada señora lo está en el régimen especial del Fomag y por tanto, el competente para asumir esa carga es el ente territorial. Tampoco es cierto que haya dejado de contestar la demanda; al contrario, las respuestas suministradas provocaron la declaratoria de nulidad de la actuación en primera instancia, razón por la cual se dispuso “la notificación de proceso, lo que diera lugar a nuestra contestación oportuna”. De otro lado, aunque la Corte Constitucional brinda la posibilidad de señalar provisionalmente a la entidad competente del pago de incapacidades, para ese efecto se debe proceder de conformidad con los criterios y normas que regulan la materia, las que en este caso, de manera concreta señalan a la Secretaría de Educación como única encargada de hacerlo.
1.8 Esa providencia desconoce además la destinación exclusiva que deben tener los recursos otorgados para la prestación de servicios médicos, motivo por el cual, conminarla al pago de incapacidades implicaría un incumplimiento o violación directa del artículo 25 de la Ley 1751 de 2015 según el cual, los fondos de la salud no podrán ser destinados o dirigidos a fines diferentes.       
1.9 El 27 de agosto último se elevó solicitud de revisión ante la Corte Constitucional; sin embargo, tomando como referencia el cúmulo de acciones constitucionales que se tramitan ante esa corporación, la resolución de esa solicitud puede tardar varios meses.

1.10 El amparo es procedente al cumplir los requisitos generales de procedibilidad; frente al último de ellos explicó que el precedente jurisprudencial brinda la posibilidad de promoverlo contra sentencias de tutela, siempre y cuando exista una transgresión directa de la Constitución y no se trata de un fallo de la Corte Constitucional ni se pretenda el obedecimiento de órdenes impartidas en sentencia de tutela, lo que en este caso se cumple.
2. Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección solicita se ordene revocar el fallo de tutela de segunda instancia y se modifique el de primera para desvincular a Cosmitet del trámite. 
A C T U A C I Ó N    P R O C E S A L

1. Mediante proveído del 4 de septiembre último se admitió la acción y se ordenó vincular a la señora Alba Marina Martínez Muñoz, a la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas y a la Fiduprevisora S.A.

2. En el curso de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 El titular del Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas informó que decidió confirmar la sentencia de primera instancia, pues a pesar de reconocer la existencia de un régimen exceptuado, a la señora Alba Marina Martínez Muñoz le fue admitida la renuncia al cargo de docente a principios de este año y por tal motivo, no es el ente territorial el encargado de pagar sus incapacidades sino Comistet a la cual se encuentra afiliada en el régimen contributivo, teniendo en cuenta además la posibilidad que brinda la jurisprudencia de atribuir provisionalmente esa función. De otro lado, la falta de pronunciamiento genera ineludiblemente la presunción de veracidad.

2.1 La señora Alba Marina Martínez Muñoz solicitó se protegieran sus derechos invocados en la acción inicial.
2.3 La Coordinadora de Tutelas de la Dirección de Gestión Judicial de la Fiduprevisora manifestó que los juzgados competentes actuaron de conformidad con la legislación vigente.

3. La Juez Segunda Civil Municipal de Dosquebradas y la Secretaría de Educación de esa localidad guardaron silencio. 

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la acción de amparo frente a las sentencias proferidas por los juzgados accionados, mediante las cuales se resolvió la acción de tutela formulada por la actora para obtener el pago de incapacidades médicas. 
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Las causales específicas de procedibilidad las ha enlistado así: 

“(i) El defecto material o sustantivo, que se configura cuando la decisión judicial objeto de reproche, se apoya en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; (ii) el defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece de competencia; (iii) el defecto procedimental, que se origina cuando el funcionario judicial dicta la decisión, apartado completamente del procedimiento dispuesto en el ordenamiento jurídico; (iv) el defecto fáctico, surge cuando el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado; (v) el error inducido, que se presenta cuando el juez fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales; (vi) la decisión sin motivación, cuando la decisión carece de fundamentos fácticos y jurídicos, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; (vii) el desconocimiento del precedente, que se presenta, verbi gratia, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance y (viii) la violación directa de la Constitución”
. 

Y los requisitos generales de la siguiente forma:

“(i) Que la cuestión planteada al juez constitucional sea de relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los mecanismos de defensa judicial, previstos en el ordenamiento jurídico, a menos que se trate de un perjuicio irremediable; (iii) que la acción de amparo constitucional, haya sido interpuesta oportunamente, es decir que se cumpla el requisito de inmediatez; (iv) que en el evento de tratarse de una irregularidad procesal, se indique que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la decisión que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora; (v) que la vulneración reclamada en sede de acción de tutela, haya sido alegada en el proceso judicial respectivo, siempre y cuando hubiera sido posible y (vi) que no se trate de tutela contra tutela” 

En relación con el último de tales presupuestos generales, esa Corporación en sentencia T-280 de 2017 explicó:

“3.5 Las razones que han llevado a esta Corporación a indicar, que no es procedente la acción de tutela contra otra tutela son, en resumen las siguientes: (i) porque significaría crear un recurso adicional para insistir en la revisión de tutelas que previamente no fueron seleccionadas, (ii) con ello se crearía una cadena interminable de demandas y se afectaría el principio de seguridad jurídica, y (iii) la tutela perdería su efectividad, pues “quedaría indefinidamente postergada hasta que el vencido en un proceso de tutela decidiera no insistir en presentar otra tutela contra el fallo que le fue adverso para buscar que su posición coincida con la opinión de algún juez. En este evento, seguramente el anteriormente triunfador iniciará la misma cadena de intentos hasta volver a vencer”.

 

3.6 Antes bien, en la Sentencia SU-1219 de 2001, la Corte también precisó que los errores en que puedan incurrir los jueces de tutela, ya sea por una arbitrariedad o por una afectación al debido proceso en una vía de hecho, pueden resolverse en el proceso de revisión que lleva a cabo la Corte Constitucional. En este orden de ideas, recordó que el objetivo de la revisión no es solo la unificación de la jurisprudencia, sino que también le permite a la Corte actuar como órgano de cierre de la jurisdicción, y por ello contra sus decisiones no procede recurso alguno. Entonces, cuando la Corte excluye de revisión un caso, o lo escoge y emite la correspondiente sentencia, “la decisión se torna inmutable y definitivamente vinculante, con lo que está revestida de la calidad de cosa juzgada”
.

 

3.7 Otros fallos posteriores han reiterado esa posición. Por ejemplo, en la sentencia T-104 de 2007
, la Corte indicó que la finalidad de la improcedencia de la acción de tutela en estos casos es, precisamente “hacer efectiva la protección de los derechos fundamentales confiada por la Carta Política a todos los jueces y (…) garantizar el acceso efectivo a la justicia, toda vez que cierra la posibilidad de que el cumplimiento de las órdenes de tutela se dilaten de manera indefinida, en cuanto garantiza a quien reclama sobre la protección constitucional que el asunto de la vulneración de sus derechos fundamentales será resuelto de una vez”. De igual forma, la Sentencia T-218 de 2012
, siguiendo la línea de la citada SU-1219 de 2001, la Corte reiteró que la revisión que adelanta este alto Tribunal frente a los fallos de tutela, constituye “un mecanismo que garantiza la corrección de cualquier falta frente a la protección de los derechos fundamentales”.

 

3.8 En suma, la Corte Constitucional ha advertido, reiteradamente, que la acción de tutela es improcedente cuando se interpone contra un fallo de la misma naturaleza, pues si esto se permitiera, se atentaría contra el principio de la seguridad jurídica, y también se afectaría la protección efectiva de los derechos fundamentales, en tanto se crearía una situación indeterminada frente a las decisiones adoptadas por los jueces constitucionales.”

4. Las pruebas recogidas en el proceso, acreditan los siguientes hechos:

4.1 Mediante sentencia del 25 de junio pasado, el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas concedió el amparo invocado por la señora Alba Marina Martínez Muñoz y le ordenó a Cosmitet Ltda. reconocer y pagar las incapacidades que le fueron concedidas entre el 19 de febrero y el 20 de marzo de este año
.

4.2 Contra esa decisión el apoderado de esa sociedad formuló impugnación
.

4.3 Aquella decisión fue confirmada por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en fallo del 2 de agosto último
.

4.4 El 27 del citado mes, la sociedad accionante solicitó a la Corte Constitucional revisar esa última sentencia
.

5. Considera la parte actora lesionados sus derechos fundamentales porque los funcionarios accionados valoraron erróneamente las normas que regulan el trámite de reconocimiento de incapacidades médicas, otorgadas a afiliados del régimen exceptuado de seguridad social del magisterio.
Es claro entonces que la presente acción de tutela se dirige contra las sentencias proferidas en proceso de la misma naturaleza y por ende, resulta improcedente de acuerdo con la última jurisprudencia que atrás se transcribió, pues este excepcional medio de protección constitucional no puede emplearse para cuestionar supuestas vías de hecho ocurridas en el trámite de las acciones de tutela, ni para controvertir el fallo que en esa clase de procesos se profiere porque en tal forma se generarían decisiones indefinidas; además, se desconocería la regla jurisprudencial relativa a que un juez de tutela no está facultado para revisar las decisiones de otro funcionario revestido de igual atribución constitucional, pues tal función la cumple en forma exclusiva la Corte Constitucional, en sede de revisión.

Así entonces, como el proceso de tutela en el que encuentra la demandante vulnerados sus derechos fundamentales se halla en trámite de revisión ante la Corte Constitucional, las decisiones que en él se adoptaron no han hecho tránsito a cosa juzgada constitucional y por lo tanto deberá la accionante esperar a que se agote esa eventual actuación, dentro del cual podrá pronunciarse y hasta solicitar que el asunto sea escogido para revisión, a lo cual ya procedió, máxime que en este caso no se alegó ni se acreditó la presencia de una actuación manifiestamente fraudulenta por parte del despacho accionado, única excepción para la procedencia del amparo frente a fallos de tutela que se hallen en esa sede de revisión, de conformidad con la Sentencia T-073 de 2019.

En esas condiciones, resulta claro que se halla ausente el último de los requisitos específicos de procedibilidad de la tutela frente a decisiones judiciales, de conformidad con la jurisprudencia inicialmente transcrita. 
En consecuencia se declarará improcedente la protección pedida.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E 

PRIMERO: Se declara improcedente la acción de tutela propuesta por la sociedad Cosmitet Ltda Corporación de Servicios Médicos Internaciones Them y Cía. contra los Juzgados Segundo Civil Municipal y Civil del Circuito de Dosquebradas, a la que fueron vinculados la señora Alba Marina Martínez Muñoz, la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas y la Fiduprevisora S.A.
SEGUNDO. Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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� M.P. Álvaro Tafur Galvis.
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